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I. Redistribucién competencial y sistema administrativo.

Los afios transcurridos desde la aprobacién de la Constituci6n espafiola de 1978
han permitido construir un nuevo modelo de organizacién territorial basado en el
principio de autonomia de las comunidades aut6nomas y entes locales.

Este nuevo modelo ha comportado, entre otras cosas, que se pasara de un sistema
centralizado en el que existfa una @nica Adminiscracién rerritorial, a otro sistema
basado en una pluralidad de aparatos administrativos que se proyectan sobre el territo-
rio y que acriian como organizaciones serviciales de gobiernos de extraceién democri-
tica.

La construccién o redefinicién de los diversos aparatos administeativos se ha lle-
vado a cabo en paralelo a la delimitacién de las respectivas comperencias. Las ad-
ministraciones existen en la medida que existan cometidos piblicos. Pero este pro-
ceso de adecuacién entre las competencias asumidas normativamente y la
organizacién administrativa mantiene todavia importantes problemas no resueltos,
que afectan tanto a la delimitacién de los respectivos 4mbitos de actuaci6n ejecuciva
como a la reordenacién de los aparatos adminiscracivos de los diversos entes territo-
riales.

Este proceso de definicién o redefinicién de los diversos aparatos administrativos
ha resultado especialmente complejo al no incidir en un terreno virgen ni llevarse a
cabo en un momento temporal concreto. Las administraciones estatal y local ya
existian antes de la Constitucidn, y la creacién de las adminiscraciones autonémicas se
ha realizado a golpe de real decreto de traspasos y con tiempos diferences segiin cada
una de las diversas comunidades auténomas. Todo ello ha redundado en una situacién
de permanente provisionalidad, de reformas parciales continuadas.

Al haberse producido la reforma de los estatautos de autonomia, y con ello una
igualacién sustancial de las competencias, parece llegado el momento de plantear con
cierta prerensién de mayor permanencia la reforma del sistema administrativo, es
decir, la reforma de la Administracién estatal y autonémica y de las relaciones entre
ambas.

La vinculacién directa entre delimitacién competencial y estructura adminiserati-
va parece exigir que, en el momento en que se fijan los respectivos dmbitos competen-
ciales, se aborde la reforma de los aparatos adminiscrativos.

Las pdginas que siguen son una breve reflexién sobre alguno de los problemas que
puede plantear la reforma de las estructuras adminiscrativas, con especial referencia a
la reforma de la Administracién periférica del Estado.

Awmtengnries, mim. 20, diciembre de 1995, Barcelona.
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II. Competencias ejecutivas propias y sistema administrativo

Una de las premisas de este modesto trabajo es que la reforma del sistema ad-
ministrativo requiere una previa delimitacién de los respectivos 4mbitos competencia-
les. Si cada administracién debe ejecutar en primera instancia las competencias pro-
pias del ente terricorial del cual es apararo servicial, antes de proceder a reformar la
organizacién administraciva debemos conocer qué competencias deberd ejecutar cada
administracién. La respuesta a esta pregunta permititd formular propuestas de reorde-
nacién de los diferentes aparatos adminiscracivos.

Desde esta misma perspectiva debe también sefialarse que interesan de modo
principal las competencias ejecutivas, al ser las que requieren unos aparatos adminis-
trativos mayores.

La reciente reforma de los estatutos de autonomia del articulo 143 (con la excep-
ci6n del Estatuto de Canarias, cuya reforma estd ain pendiente) ha supuesto la iguala-
ci6n sustancial de los niveles competenciales entre todas las comunidades auténomas,
las cuales pasan asf a disponer de un nivel similar de competencias propias de ejecu-
cién.

Los reales decretos de traspasos (especialmente los que se han aprobado a lo largo
del afio 1993), van dotando de contenido a los titulos comperenciales.

Todo hace pensar que podria impulsarse ya la reforma de la Adminiscracién es-
tatal, redefiniendo el niimero y cometidos de la Administracién central y el volumen
y estructura de la Administracién periférica. Las Glcimas cifras que se ofrecen mues-
tran una reduccién muy significativa de los efectivos de personal al servicio de la
Administracién general del Estado, con particular incidencia en la Administracién
periférica (como ejemplo pueden citarse los datos que aparecian en el periédico Ef Pafs
de 9 de junio de 1995. Los funcionarios del Ministerio de Agricultura pasarian de
36.019 en 1982 a 5.300 una vez se culminen los craspasos en curso; de éstos, 4.300
corresponden 2 la Administracién central y 1.000 a los servicios periféricos).

La importante reforma de los estatutos y el proceso en marcha de traspasos de
medios personales, financieros y presupuestarios, no resuelve, sin embargo, todos los
problemas pendientes. La reforma de la Administracién se vincula, como dijimos, a la
delimicaci6n previa de las competencias, y ésta no queda resuelta con la nueva redac-
cién de los estatutos. El bloque de constitucionalidad nos da los textos a interpretar,
peto inmediatamente después surge el problema de precisar cudl es el alcance de las
competencias definidas como ejecutivas.

Como ha puesto en evidencia con gran precisién Jiménez Asensio («Las competen-
cias ejecutivas en la jurisprudencia constitucional», REDC 1994, nam. 42) no esta-
mos ante un tema resueito. Cuando nos referimos a las competencias ejecutivas de las
comunidades auténomas nos encontramos con la presencia de actuaciones estatales de
cardcter ejecutivo, amparadas en diversos titulos competenciales de construccién ju-
risprudencial o en la simple falta de conclusién de los procesos de traspasos. Este
hecho motiva la existencia de los correspondientes aparatos adminiscrativos estatales.

En definitiva, se impone un tltimo esfuerzo por precisar el alcance del contenido
de los titulos del bloque de constitucionalidad para precisar el reparto de las compe-
tencias ejecutivas. Este esfuerzo nos permitird decerminar qué competencias de ejecu-
ci6én pertenecen a las comunidades aurénomas como competencias propias, exigiendo
en consecuencia los correspondientes traspasos de medios personales, materiales y
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financieros y la supresién de los aparatos administrativos que pudieran subsistit como
ejecutores de estas mismas competencias,

En todo caso, desde esta perspectiva, es evidente que la situaci6n actual impone
una reforma de la estructura de la Adminiscraci6n estatal. La nueva delimitacién
competencial obliga a reformar la Administracién del Estado, dando un nuevo impul-
so a las reformas iniciadas tras la aprobacién de la Constitucién (Real decreto
1801/1981, de 24 de julic y Real decreto 1223/1983, de 4 de mayo). En dltima
instancia, bastaria con recordar en este punto lo ya establecido en la Ley del proceso
autonémico, ley a mi juicio olvidada en exceso por causas tan s6lo debidas a su origen.
Ley que impone una reforma continuada de la Administracién estatal en raz6n del
progresivo desarrollo del Estado de las autonomias, estableciendo incluso los criterios
y objetivos a seguir. Asi lo establecen los articulos 22 y 23 del citado texto legal
{concretamente en ¢l articulo 22,1 se establece: «Como consecuencia de la reordena-
cidn de competencias y servicios que resulten del proceso autonémico se reestructurard
la Adminiscracién del Estado, observando, en todo caso, los principios constituciona-
les de eficacia, desconcentracién, coordinacién y economia del gasto piiblico»).

ITI. Alteracién de la ejecucitn de las competencias y sistema administrativo

La adecuaci6n del sistema administrativo a la asignacién competencial puede
plantearse desde una nueva perspectiva complementaria de la anterior. La existencia
de aparatos administrativos ya implantados sobre el territorio, y mds cetcanos al ciu-
dadano, puede aconsejar centrar el ejercicio de las competencias ejecutivas en estos
aparatos, reduciendo la existencia de competencias de ejecucién en las administracio-
nes superiores, ya sea en su nivel cencral o periférico.

Desde esta nueva perspectiva no se trata ya de exigir el camplimienro del modelo
constitucional de asignacién de competencias propias entre los diversos entes territo-
riales, asignando a cada ente las competencias ejecutivas que le reconoce el bloque de
constitucionalidad. Ahora se postula algo diferente. Una posible reforma adminiscra-
tiva alterando el ejercio de las competencias previamente asignadas a partir de los
principios constitucionales de descentralizacifn y eficacia. De este modo, los entes
territoriales inferiores asumirian como competencias delegadas un plus de funciones
gjecutivas.

Este nuevo enfoque nos sitda, a mi juicio, dentro de las propuestas de federaliza-
cién de la ejecucién, simplificacién administrativa o Administracién Gnica, propues-
cas que con diversos matices, y seguramente intenciones, responden a una misma idea
central: llevar el mayor nimero posible de competencias ejecutivas a las administra-
ciones mis cercanas al ciudadano y evitar que sobre un mismo territorio deban coexis-
tir necesariamente diversos aparatos adminiseracivos.

La reforma que se propone no tiene como objetivo el adecuar el sistema adminis-
trativo al sistema de reparto de competencias. Este es un proceso obligado. Lo que se
propone va mis alld, y pretende desarrollar un principio tendencial como es el de la
descentralizacién para incrementar las competencias ejecutivas de las adminiseraciones
auronémicas, imponiendo come meta final un sistema de Administracién Gnica (con
los matices que se sefialan a continuacién) como sistema opuesto al de Administracién
dual.
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El criterio que debe impulsar y dar fuerza a esta reforma es el principio de la
racionalidad administrativa.

Este principio de racionalidad administrativa supondria, segin nuescro criterio,
aplicar la 16gica interna del principio de subsidiariedad a la reforma de las administra-
ciones, Las compertencias ejecutivas deberfan asignarse a la Adminiseracién con ca-
pacidad suficiente mds cercana al ciudadano.

La Administracién auton6mica pasaria de este modo a ejercer unas competencias
ejecutivas propias y otras por delegacién. En este segundo caso no se alceraria la
titularidad competencial, pues se actuaria sobre el ejercicio de la competencia. La
consecuencia serfa llevar el ndcleo esencial de las competencias ejecutivas al nivel
autondémico (o en su caso local), reduciéndose de modo sustancial la Administracién
ejecutiva estatal y en consecuencia la Administracién periférica.

Esta linea de actuacién ha sido cricicada desde planteamientos constitucionales,
alegando que el texto constitucional no permite la desaparicién de la Administracién
periférica estatal. La cita de los arciculos 97, 141 y 154 de la Constitucién estdn en la
base de esta defensa de una Administracién periférica estacal, justificindose cambién
desde la redaccién de los titulos competenciales del arciculo 149. 1 de la Constitucién
la existencia de competencias ejecutivas como competencias propias de la Administra-
cibn estatal.

Frente a rales argumentos puede sefialatse que la propuesta de avanzar en la linea
de una ejecucién federalizada no supone negar la existencia de toda presencia estatal
sobre el territorio, ni negar la capacidad de direccién del Gobierno sobre su Ad-
ministracién o la Administracién delegada para la ejecucién de sus politicas. La pro-
puesta es de alcance menor. Se trata, insistimos, de buscar la mayor racionalidad
posible en el ejercicio de las competencias ejecutivas, desde el convencimiento de que
un sistema de Administracién dnica permite una mayor racionalidad que un sistema
de Administraci6n dual.

El sistema que se propone debe permitir evitar duplicidades, entendiendo por ello
no sélo el ejercicio de una misma comperencia por dos administraciones, sino también
la actuacién de dos administraciones sobre un mismo territorio cuando una de ellas
pueda asumir las funciones de ia otra. Lo que pueda asumir la Adminiscracién territo-
rial con capacidad y mds cercana al ciudadano no tiene porque ejercerlo la Administra-
cién superior.

Al proponer que se incrementen las competencias ejecutivas de las administracio-
nes autonémicas se hace expresa referencia a téenicas de aleeracién del ejercicio de la
competencia, pero no a un replanteamiento del sistemna de asignacién de competencias
propias enctre los diversos niveles territoriales. No debe existir, por ranto, problema
constitucional para proceder a esta reforma, al no incidirse en el blogue de constitu-
cionalidad en lo relativo a asignacién de competencias propias.

La Iinea rendencial marcada no supone, por otra parte, la identificacién con un
modelo abstracto de organizacién de los poderes territoriales. No creemos defender,
por tanco, un modelo abstracto de federalismo de ejecucién, aunque si, como hemos
dicho, un proceso de federalizacién de las competencias ejecutivas.

En esta linea de oposicidn a la adscripeién incondicionada a modelos conceptuales
propios de otros sistemas, queremos también indicar que el mismo concepro de fede-
ralismo de ejecucion es confuso (Alberti, E. «Algunas consideraciones sobre el fe-
deralismo de ejecucién», RVAP nim. 25, 1989). Si tomamos la acepcién que genera
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mayor consenso, el federalismo de ejecucién identificaria el sistema en el que las
partes o miembros del Estado federal se limitan a ejecutar como competencia propia y
ordinaria la voluntad legislativa de la federaci6n. Este sistema no es el que nosotros
proponemos.

Nuestra proposicién determinaria un sistema en el que las partes (comunidades
aurdnomas) ejecutarian como competencias propias algunas normas estatales (de
acuerdo con lo dispuesto en el bioque de constitucionalidad), mientras que otras
competencias las ejecutarian por delegaci6n. Pero, ademds, las comunidades auténo-
mas no se limitarian al ejercicio de competencias ejecutivas, pues también habrian
asumido competencias legislativas exclusivas y concurrentes.

La tendencia hacia sistemas de ejecucién fedetalizada tiene un referente actual en
las propuestas de reforma del sistema regional italiano, propuestas que en aquel pais
cuentan con un respaldo constitucional (art. 118,1 y 2). Recientemente la revista Le
Regiomi, ndm. 3, de 1994, ha publicado un interesante trabajo del profesor Sorace
donde se aboga por un sistema de Administracién dnica matizado y en el que se da
cuenta de una propuesta mds radical, en linea con el sistema alemdn. Esta propuesta
se contiene en la Carta de las regiones de Iralia de 19 de marzo de 1993, En la misma
revista se contiene el trabajo del Instituto de Estudios sobre Regiones del CNR «Per
un nuovo regionalismo», en el que rambién se aboga por la delegaci6n a las regiones
de las competencias ejecutivas de! Estado.

En los términos aqui expuestos no creemos que la defensa de una federalizaci6n de
la ejecucién via delegacién de competencias, manteniendo singularmente algunos
dmbitos de actuacién ejecutiva estatal en el nivel periférico, vulnere el texto de la
Constitucién.

El Tribuna! Constitucional ha insistido en diversas ocasiones en la necesidad de
introducir criterios de racionalidad en la organizacién administrativa, evitando dupli-
cidades o actuaciones disfuncionales. Asi, en la STC 187/1988, FJ 12, se hace una
llamada a la necesidad de evitar la disfuncionalidad en la actuacién del Tribunal de
Cuentas y los entes autondmicos de fiscalizacién, en los términos siguientes: «todo
ello sin perjuicio del empleo, en su caso, de las técnicas rendentes a reducir a unidad
la actuacién de uno y otros para evitar duplicidades innecesarias ¢ disfuncionalidades
que serian contrarias a los criterios de eficacia y economia enunciados en el arciculo
31.2 CE». Elarticulo 31.2 CE puede legitimar también el proceso tendencial hacia la
federalizacién ejecutiva.

Por dltimo, como argumento afiadido a la defensa de la propuesta que formula-
mos, puede citarse un ejemplo de la linea de actuacién que proponemos y que ya se ha
plasmado en un texco normativo. Me refiero a la Ley orginica 5/1987, de 30 de julio
de delegacién de faculrades del Esrado en las comunidades auténomas en relacién con
los transportes por carretera y por cable. De especial significacién nos parecen las
palabras de su exposicidn de motivos: se trata de implantar «el principio de ventanilla
dnica, evitando asi las disfunciones que la existencia de varias administraciones su-
perpuestas puede suponer, posibilitando el consiguiente ahorro de gasto piblico,
facilitando las relaciones con el administrado y, en definitiva, la eficacia del siste-
ma de intervencidn administrativa mediante la simplificacién y racionalizacién del
mismoy.

En el caso de optar por este proceso tendencial deberfa acudirse a las técnicas
legales existentes para su puesta en marcha. El articulo 150.2 de la CE aparece como
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el instrumenco central, pero podrd acudirse también a delegaciones intersubjecivas
amparadas en convenios interadministrativos o a la encomienda de gestién. Como
ejemplo de esto dltimo puede citarse la encomienda a la Generalidad de Catalufia de la
gestién de la tramitacién de los expedientes de instalaciones eléctricas cuya resolucién
cotresponda a la Administracién del Estado. Encomienda formalizada en el Convenio
de 29 de junio de 1988.

El ordenamiento juridico ofrece diversas modalidades de técnicas que pueden dar
respuesta a esta necesidad de alterar el ejercicio de las competencias ejecutivas en
manos del Estado. Alteracién que en algunos casos supondrd romper el techo del
arciculo 149.1 (cuando se delegue el ejercicio de una competencia ejecutiva estatal
contenida en dicho precepto), mientras que en otros casos se tratard de otorgar a la
comunidad aurénoma el ejercicio de una competencia que el Estado poseia por la
aplicacién de la cldusula residual del articulo 149.1-3.

IV. La reforma organizativa

El proceso ya culminado de reforma de los estarutos de autonomia y los consi-
guientes reales decreros de traspasos exigen plantear la necesaria reforma de la Ad-
ministracién periférica del Estado. Dicha reforma se hard atin mds necesaria en la
medida que se avance por la via de la federalizacién de la ejecucién, pero en todo caso
parece ya inaplazable que se oriente de forma clara la reforma de la estructura terrico-
rial de la Administracién estatal. La reduccidn de las competencias ejecucivas del
Estado exige avanzar en la reforma de la Adminiscracién periférica iniciada en los
afios 1980.

Esta reforma, mds alld de planteamientos nominalistas en relacidn a la supresién o
no de la figura del gobernador civil, deberia atender a la realidad de las funciones
administrativas que hoy debe llevar a cabo la Administracién estacal en el cetritorio de
la comunidad auténoma, para, a la vista de este dato, proponer la estructura organiza-
tiva de la Administracién periférica. Por ello insistimos en la importancia de la previa
delimitacién de los respectivos d4mbiros de acenacidn y la puesca a disposicién de la
Administracién competente de los medios necesarios para asumir su cometido.

Sin entrar en detalles muy concretos, las lfneas generales de la reforma deberian
responder, a nuestro juicio, a los siguientes criterios:

La representacién de la Administracién estatal en el territorio autondémico, la
ostenta el delegado del Gobierno, quien dirige la Administracién periférica estatal y
la coordina con la Administracién del Estado. A nivel provincial se situardn los servi-
cios territoriales de la Administracién del Estado, coordinados por un subdelegado
que depende jerirquicamente del delegado del Gobierno. En principio, y salvo algu-
nos casos, todos los servicios territoriales se integrardn en la Delegacidén del Gobierno,
y a través de la misma recibirdn las direccrices poliricas.

Se simplifica as{ la estrucrura de la Administracién periférica, se adecua al modelo
de organizacién territorial, se evita la disparidad de dependencias entre el delegado
del Gobierno y el gobernador civil, se concentran las funciones de direccién y coordi-
nacién de la Administracién periférica en el delegado del Gobierno y su subdelega-
do, y se permite que en algunos casos la estructura periférica (Delegacién o Direc-
¢i6n Provincial) mantenga una relacién directa con el departamento miniscerial cu-
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yas funciones ejecuta (Ministerio de Justicia e Interior y su director provincial, por
ejemplo).

Estas lineas generales de reforma coinciden con las propuestas més recientes de
reforma normativa en la materia de que tenemos noticia. Me refiero a los borradores
de proyecto y proposicién de ley elaborados por el PSOE y el Partido Popular. Sin
entrar en mayores detalles, lo cierto es que existe una importante coincidencia entre
los dos textos, en sus aspectos esenciales, y que ambas propuestas coinciden con lo que
acabamos de sefialar.

No tenemos, en términos generales, nada que objetar a una reforma que camine
por esta senda, orientada a adecuar la estructura de la Adminiscracién periférica a la
gestién eficaz de las competencias ejecutivas que resten en este nivel de Administra-
cién estaral. Como légica consecuencia, la figura del gobernador civil perderia su
esencia politica reconvirtiéndose en un puesto propio de alto funcionario (;subde-
legado?) al que se le encomienda la coordinacién de la Administracién periférica
estatal provincial bajo la direcci6n del delegado del Gobierno.

V. Consideraciones finales: politica y administracién en la reforma propuesta

Las reflexiones acerca de la reforma de la Administracién estaral que hemos es-
bozado en las pdginas anteriores parten, como ya hemos dicho, de una légica clara-
mente administrativa. Se precende racionalizar la asignacién de competencias ejecuti-
vas haciendo realidad el bloque de constitucionalidad y avanzando ulteriormente en’
una ejecucién federalizante, para posteriormente adecuar la estructura de la Adminis-
tracién periférica estatal al nuevo volumen de competencias.

Esta I6gica no puede olvidar, sin embargo, dos datos de claro contenido politico.

En relacién a la asignacién de competencias ejecutivas a las comunidades auténo-
mas debe reconocerse que de este modo se produce una fractura entre el ente que
adopta la decisién politica y el encargado de llevarla a efecco. Aqui no estamos ha-
blando de una simple distincién de cometidos dentro de un mismo ente territorial.
No importa sélo la distincién entre tipos de funciones, pues es determinante el hecho
de que las funciones ejecutivas pasan a ejercerse por una Administracién distinta de la
que adopté la norma que contiene la decisién politica.

El Estado puede reservarse la fijacién de objetivos, la planificacién y coordinacién
a través del ejercicio de su poder normativo, pero pierde la facultad de direccién
politica. Quien ejecutard «su norma» es la Administracién auton6émica, un aparato
servicial de otro gobierno (siendo indiferente en principio en este nivel de discurso el
color politico de los diferentes gobiernos).

Este proceso de ejecucién no es neutro (en realidad ni siquiera en el caso de
competencias regladas), y en consecuencia se plantean los problemas de cémo garanti-
zar la unidad en los procesos de ejecucién. En los casos de competencias delegadas, el
ordenamiento ofrece mds inscrumentos juridicos para conseguir esta unidad en la
aplicaci6n de la norma, pero en todo caso los problemas existen.

Por otro lado, el derentar la competencia ejecutiva es siempre una fuente de poder
politico esencial. El ciudadano conoce y valora 2 quién le resuelve el expediente,
quién inaugura la plaza pablica o quién le ororga la subvencién. Desconoce a quién
elabor6 la norma, planificé o negocié los fondos con la Comisién europea.
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La resistencia a urilizar los mecanismos descentralizadores y avanzar hacia una
racionalizacién administrativa pueden encontrar explicacién en lo que acaba de expo-
nerse. Cada Gobierno quiere su aparato ejecutor v desconfia de otra Administracién.
Las récnicas juridicas para descentralizar existen, y las llamadas a su puesta en prictica
también. Pero las vias que ofrece el ordenamiento contindan sin ser muy utilizadas (ni
por el Estado a favor de las comunidades auténomas ni por éstas tltimas a favor de los
entes iocales).

En cuanto a la reforma orgénica no puede desconocerse la voluntad de todo ente
territorial de tener una presencia «fisica» en todo su territorio. Presencia que no
responde a la ejecucién de competencias administrativas sino a otras razones (represen-
tacién, informacién, erc.). Esto explica seguramente la pervivencia del gobernador
civil y la defensa de esta figura asi como la creacién de 6rganos similares en las
comunidades auténomas. Los delegados terricoriales del Gobierno de la Generalidad
de Caralufia responden a la misma légica, y en consecuencia se les atribuyen funciones
de representacidn, protocolo, informacién y comunicacién.

En definitiva, existe otra légica diversa a la administrativa que no puede desco-
nocerse en el momento de llevarse a efecto una propuesta basada en criterios de racio-
nalidad adminiscrativa. Légica que, a nuestro juicio, no deberfa impedir que se avan-
zara en la linea de una mayor racionalidad de las estructuras administracivas.





